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CORTE SUPREMA DE JUSTICIA

SALA DE CASACIÓN PENAL - SALA DE DECISIÓN DE TUTELAS
Magistrado Ponente

JOSÉ LEONIDAS BUSTOS MARTÍNEZ
Aprobada acta número 254
Bogotá, D.C., once (11) de julio de dos mil doce (2012)

Se pronuncia la Sala sobre la demanda de tutela propuesta por JOSÉ ORLANDO TORRES, contra la SALA PENAL DEL TRIBUNAL SUPERIOR DE CÚCUTA, por la presunta vulneración de sus derechos fundamentales, actuación a la cual fueron vinculados la FISCALÍA PRIMERA SECCIONAL DE LOS PATIOS (NORTE DE SANTANDER) y las VÍCTIMAS que intervienen en el proceso penal. 
ANTECEDENTES Y FUNDAMENTOS DE LA ACCIÓN
1.
Indica el accionante que en su contra se adelanta proceso penal por el delito de homicidio culposo en concurso heterogéneo sucesivo con el de lesiones personales culposas, por hechos que tuvieron lugar el 15 de junio de 2008, donde falleció el señor Gerson Antonio Vargas Márquez y resultó lesionado su menor hijo. 
2.
La audiencia preparatoria tuvo lugar el 29 de agosto de 2011 y como prueba la Fiscalía solicitó la declaración del menor lesionado, siendo que al momento de celebrarse la audiencia del juicio, esto es, el 14 de octubre de 2011, el juez le precisa a la Fiscalía que para la práctica de tal medio de prueba debe cumplirse con lo estipulado en el  artículo 50 del Código de la Infancia y la Adolescencia, esto es, la intervención del defensor de familia. 
3.
Ante esa posición el Fiscal dialogó con la familia de las víctimas y luego le indicó al juez su intención de no presentar al citado testigo, por evaluar que aquél habría sufrido perturbaciones emocionales a causa de los hechos y que, además, la parte acusadora contaba con más evidencia y elementos materiales de prueba que demostrarían su teoría del caso. 
4.
Ese mismo día el Juzgado anunció el sentido del fallo, el cual resultó ser “absolutorio”; la sentencia fue notificada por estrados y en su contra la Fiscalía, coadyuvada por las víctimas, interpuso apelación por estimar que la decisión de omitir la práctica de la declaración del menor se debió a un acto indebido de persuasión ejercido por el juez.
5.
Al resolver del recurso propuesto la Sala Penal del Tribunal Superior de Cúcuta el 5 de marzo de 2012 le dio la razón a la Fiscalía y decretó la nulidad de lo actuado a partir del cierre de la práctica de pruebas, a fin de que fuera recibida la declaración del menor.
6.
Estima el demandante que esta decisión vulnera sus derechos fundamentales al debido proceso y a la defensa, así como los principios procesales de la lealtad procesal y la igualdad, en la medida en que el argumento utilizado por la Fiscalía para efectos de solicitar la nulidad de lo actuado falta a la verdad pues fue decisión del ente acusador, luego de dialogar con las víctimas, la de descartar la posible versión del menor como parte del debate probatorio; en ese sentido, la sugerencia del juez para que se respetara la ritualidad establecida para la práctica de testimonios de menores, en ningún momento pretendía que el Fiscal no presentara la prueba, sino que, de así proceder, se respetaran las formalidades legales. 

7. 
Según el demandante: “Olvida el Fiscal que bien podía haber pedido al Juez que fijara nueva fecha y hora para tomar esta declaración del menor con las garantías Constitucionales y Legales pero optó por no hacerlo, con que descaro viene ahora a señalar al Juez de conocimiento de comportamiento ilegal, amañado o parcializado si en el mismo audio y con la misma voz el Fiscal motiva el retiro del testimonio del menor.” 

8.
Por lo anterior, solicita se declare la nulidad de la decisión cuestionada y que en su lugar se le ordene al Tribunal pronunciarse de fondo sobre la sentencia apelada. 
RESPUESTA A LA DEMANDA

La Sala accionada, como respuesta a la demanda, remitió copia de la decisión judicial cuestionada. 
CONSIDERACIONES DE LA CORTE

1. REQUISITOS DE PROCEDIBILIDAD DE LA ACCIÓN DE TUTELA CONTRA PROVIDENCIAS JUDICIALES

Siendo la tutela un mecanismo de protección excepcional frente a providencias judiciales, su prosperidad va ligada al cumplimiento de “ciertos y rigurosos requisitos de procedibilidad”
 que implican una carga para el actor, no sólo en su planteamiento, sino también en su demostración, como lo ha expuesto la propia Corte Constitucional
.

Tan exigente es, que según la doctrina constitucional los requisitos generales de procedencia de la acción de tutela contra providencias judiciales, ameritan:

a. Que la cuestión que se discuta resulte de evidente relevancia constitucional.

b. Que se hayan agotado todos los medios -ordinarios y extraordinarios-  de defensa judicial al alcance de la persona afectada, salvo que se trate de evitar la consumación de un perjuicio iusfundamental irremediable.

c. Que se cumpla el requisito de la inmediatez, es decir, que la tutela se hubiere interpuesto en un término razonable y proporcionado a partir del hecho que originó la vulneración.

d. Cuando se trate de una irregularidad procesal, debe quedar claro que la misma tiene un efecto decisivo o determinante en la sentencia que se impugna y que afecta los derechos fundamentales de la parte actora.

e. “Que la parte actora identifique de manera razonable tanto los hechos que generaron la vulneración como los derechos vulnerados y que hubiere alegado tal vulneración en el proceso judicial siempre que esto hubiere sido posible.”

f. Que no se trate de sentencias de tutela.
Los anteriores requisitos, se insiste, no pueden quedarse en meros enunciados, pues han sido ratificados por la Corte Constitucional, primero en la sentencia C-590 de 8 de junio de 2005, luego en las decisiones T-332, T-780 y T-212 de 2006, reforzando lo dicho en la primera de las mentadas providencias, en el sentido que, cuando se trata de acciones de tutela contra providencias judiciales, las mismas sólo pueden tener cabida “… si se cumplen ciertos y rigurosos requisitos de procedibilidad.  Dentro de estos pueden distinguirse unos de carácter general, que habilitan la interposición de la tutela, y otros de carácter específico, que tocan con la procedencia misma del amparo, una vez interpuesto.” (C-590 de 2005)

Su cualidad habilitadora, en el caso de los primeros, hace que su ausencia repercuta en la declaratoria de improcedencia de la acción.

2. LA ACCIÓN DE TUTELA CONTRA PROVIDENCIAS JUDICIALES NO ES EXCEPCIONAL, SINO EXCEPCIONALÍSIMA

Para la Sala, no está por demás indicar que cuando la acción de tutela se dirige contra providencias judiciales, su procedencia no es excepcional, sino excepcionalísima, pues corre el demandante con la carga de demostrar la presencia de una o varias de las causales de procedibilidad que esta Corporación ha venido acogiendo, en posición compartida con la Corte Constitucional, que en reciente pronunciamiento expresó:

“La eventual procedencia de la acción de tutela contra sentencias judiciales y otras providencias que pongan fin al proceso tiene connotación de excepcionalísima, lo cual significa que procede siempre y cuando se cumplan unos determinados requisitos muy estrictos que la jurisprudencia se ha encargado de especificar” –Negrillas y subrayas fuera del original- Sentencia T-780 de 2006, M.P. Nilson Pinilla Pinilla.

Baste entonces con que se incumpla uno de los requisitos de habilitación tan profusamente expuestos en esta providencia, para relevar al juez de tutela del estudio de fondo del asunto puesto a su conocimiento.

3. ANÁLISIS DEL CASO CONCRETO

3.1
Problema Jurídico Constitucional
La Sala encuentra que la presente demanda cumple los presupuestos de procedibilidad de la tutela contra decisiones judiciales y que específicamente no se trata de un intento de recurso ordinario sino de la exposición de una pretensión independiente del objeto del proceso penal; en ese sentido, ha aclarado la doctrina las diferencias conceptuales de la tutela y los recursos, indicando: 
“La pretensión y la resistencia interpuestas en la demanda y en la contestación son las mismas que continúan en el recurso; el actor que pidió la condena del demandado, la estimación de la pretensión, si es el que impugna la sentencia de instancia sigue pidiendo en el recurso lo mismo; el demandado, que pidió su absolución, sigue por medio del recurso pidiendo lo mismo. Los tres elementos de la pretensión (partes, hechos y petición) no cambian cuando se trata de los medios de impugnación en sentido estricto, es decir, de los recursos.”

Siendo claro que en el presente caso el objeto del proceso penal es definir la presunta responsabilidad del accionante en los delitos de homicidio culposo y lesiones personales culposas, mientras que en este proceso constitucional se pretende resolver, como problema jurídico principal, la posible incursión de la Sala Penal del Tribunal Superior de Cúcuta en una vía de hecho al intervenir indebidamente en el trámite procesal en presunto perjuicio de la garantía del debido proceso del accionante.

En ese orden de ideas, constatando además la inmediatez en el ejercicio de la acción, la falta de existencia de otros recursos ordinarios, la formulación concreta del problema propuesto y que no se trata de una decisión de tutela, la Sala procede a analizar de fondo el asunto propuesto.
3.2 Análisis de Fondo del Problema Propuesto 
Expresa el accionante vulnerados sus derechos fundamentales al debido proceso y a la defensa con la actuación del Tribunal en el momento en que anuló el proceso que en su contra se sigue por los delitos de homicidio culposo y lesiones personales culposas, cuando al resolver sobre la apelación de la sentencia absolutoria, decidió invalidar parte de la actuación para que se procediera, en la audiencia del juicio, a recibir declaración a un menor, siendo que la práctica de tal prueba fue excluida por exclusiva petición de la Fiscalía, coadyuvada en ese sentido por las víctimas; igualmente, acusa a su contraparte en el debate, de vulnerar el principio de lealtad procesal. 

El análisis del problema nos remite a considerar los argumentos contenidos en la decisión reprochada, esto es, el auto de anulación proferido por la Sala Penal del Tribunal Superior de Cúcuta el 5 de marzo de 2012; indica tal decisión:
“Así, teniendo en cuenta lo anterior, para la Sala, en este específico evento y de acuerdo a lo que es materia de inconformismo, observa una falta de atención a los principios que rigen el sistema penal acusatorio tales como el de Dignidad Humana, Igualdad, Imparcialidad, Legalidad y Actuación Procesal, esto, en detrimento del debido proceso y de los derechos de las víctimas en el proceso penal, razones que conllevan a que se decrete una nulidad de lo actuado, máxime cuando se observa una posible intervención del Juzgador en la decisión de retirar una prueba por parte del representante de la fiscalía, situación que causa verdadera extrañeza a esta Corporación.
“Lo anterior, por cuanto ante una prueba como la anteriormente transcrita y que tiene tanto que ver con lo que es materia de discusión respecto de las diferentes teorías de las partes, lo correcto debió haber sido que ante la efectiva solicitud y correspondiente decreto de la misma, se hubieren practicado, por cuando en audiencia de acusación fue tenida por el A-Quo como conducente, pertinente y útil. 

“Es decir, fácil resulta concluir –se insiste- dada lo especial del caso materia de juzgamiento, que la prueba dejada de practicar, tenía la capacidad de incidir de forma determinada en la Sentencia proferida por el juez de conocimiento. Erigiéndose así como el único remedio procesal la invalidación de la actuación a fin de que esos elementos materiales probatorios que se echan de menos puedan ser tenido en cuenta en el proceso. 

“Entonces, según lo expuesto, lo procedente para el caso de estudio, es declarar la nulidad a partir inclusive del momento en que decretó el cierre de la práctica de pruebas en la audiencia de juicio oral, para que el proceso se restablezca desde dicha fase, practicándose exclusivamente la prueba testimonial que había sido previamente decretada en la audiencia de acusación.” 
Teniendo claro el contenido de lo resuelto, se procede a contrastarlo con la realidad procesal, según los registros de audio de la audiencia del juicio oral, que dan cuenta que, en lo atinente al sub júdice, los hechos procesales sucedieron así:
“FISCAL: “…Solicito llamar al estrado al joven adolecente GERSON DUBAN VARGAS CÁCERES.

“JUEZ: ¿Es menor de edad?

“FISCAL: 14 años cumplidos a la fecha señor juez

“JUEZ: Entonces, de conformidad con la, con la, el Código de Infancia y Adolescencia, toca en la Cámara de Gesell.

“FISCAL: Pues, está presente la madre del niño, yo no considero necesario, no estamos frente a un delito de, sexual o algo así…

“JUEZ: Qué dice la ley?

“FISCAL: Esa cámara de Gesell pues es un mecanismo que no está consagrado en la ley, sin embargo pues, eh, en la ley sostiene que nunca se debe colocar a la víctima frente a su agresor, pero, estamos frene a un delito culposo, no doloso.
JUEZ: La ley de infancia y adolescencia qué dice al respecto señor Fiscal.

FISCAL: Que los menores no deben estar frente a su agresor señor Juez, pero, eh, estamos frente a un delito culposo, yo no lo veo necesario.

JUEZ: Ni tratándose de…, hay que ver que dice la ley al respecto doctor, la ley establece alguna excepción entre delitos culposos y dolosos?

FISCAL: El término agresor, pues, yo sí creo que marca una diferencia drástica en cuanto al delito culposo y doloso, tanto que el culposo hay una infracción al deber objetivo de cuidado y no hay una agresión directa, entonces, más que todo es para delitos sexuales, lesiones personales, tentativas de homicidio, secuestros, etc..

JUEZ: El artículo 50 dice: [lee el artículo]. Ahí no establece ninguna excepción entre delitos dolosos y culposos. 

FISCAL: Señor Juez, dejo a su criterio como máxima autoridad en esta audiencia y director de este proceso, lo que bien convenga en este asunto.

JUEZ: Lo que conviene doctor es lo que dice la ley.

FISCAL: Ok, señor juez, estoy de acuerdo con Usted. (Larga pausa)

JUEZ: Entonces el siguiente testigo doctor… Doctor, de todas maneras, hay que, pues Usted mirará haber qué interés, eh, representa para el proceso la declaración del menor, doctor, si Usted observa que puede, que puede prescindir de él…”
En este momento existe una pausa y luego la audiencia se reactiva, el Fiscal interviene en el siguiente sentido: 
“JUEZ: Señor Fiscal

“FISCAL: Señor Juez, eh, la Fiscalía luego de analizar el material probatorio y dialogar con los, las víctimas indirectas, el esposo de la víctima fallecida que es la mamá del niño [X
] y sus tíos que están aquí presentes, eh, hemos llegado a la conclusión de que no es conveniente, eh, presentar este testimonio, dado pues que si bien es cierto estamos frente a un delito culposo, también lo es que el niño X en ese delito, o en esa conducta perdió a su padre, en esos hechos, y ello le acarreó una perturbación psíquica permanente, así lo declaró o lo certificó el médico forense FABIO QUINTERO UJUETA, el 28 de octubre de 2010, debido a la pérdida del padre en esos hechos, tiene depresión, ansiedad, desatención, debido a la, a haber sobrevivido a esa tragedia y haber presenciado la muerte de su padre, ante ello pues la Fiscalía retira ese testigo, considero que hemos culminado los testimonios con los cuales pretendíamos demostrar nuestra teoría del caso, probarla y solicito al señor Juez se prosiga con los testigos de la defensa.” 
De esta realidad procesal se puede concluir, entonces, que le asiste razón al accionante cuando estima vulnerados sus derechos fundamentales al debido proceso y a la defensa, vulneración que se acredita así:
3.3. La indebida fundamentación argumentativa de la decisión cuestionada

En primer término, resalta la Sala el vacío argumentativo que trasluce la providencia cuestionada, pues decir que su fundamento normativo se encuentra en “…los principios que rigen el sistema penal acusatorio tales como el de Dignidad Humana, Igualdad, Imparcialidad, Legalidad y Actuación Procesal, esto, en detrimento del debido proceso y de los derechos de las víctimas en el proceso penal”, es decir mucho y al mismo tiempo no decir nada, recayendo en una axiología insulsa de la cual podría devenir cualquier decisión, contrariando igualmente con ello otros o los mismos principios fundamentales pero referentes al acusado, esto es, su garantía al debido proceso, su dignidad, su derecho a la igualdad, al principio de legalidad, entre muchos otros que también podrían utilizarse, si se pretendiera sustentar una decisión diferente.

Lo primero a considerar es si los principios de “Dignidad Humana, Igualdad, Imparcialidad, Legalidad y Actuación Procesal”, citados por el Tribunal, son parte esencial y característica del denominado “Sistema Penal Acusatorio”, como tal Colegiatura lo entiende; en realidad, tales principios son propios de todo proceso que se califique de liberal, es decir, aquellos que se oponen a los modelos totalitarios del proceso, en donde “…las partes son solamente elementos decorativos, llamados para hacer más espectacular el rito, pero el juez lo es todo”
, de manera que la sujeción del juez al principio de legalidad, el respeto por la igualdad y a la imparcialidad, son constitutivas de la idea del proceso en todo Estado de Derecho, no son características específicas de algún modelo procesal determinado. 
Sobre la justificación de la decisión en los derechos del debido proceso y demás garantías de las víctimas, nuevamente la justificación es genérica y descontextualiza del escenario real donde tuvo lugar la actuación procesal, el cual reporta, en primer lugar, que las víctimas estaban legítimamente constituidas, designaron abogado para que las representara –así se aprecia en los registros de audio- y, adicionalmente, no propusieron ninguna objeción frente al descarte de la práctica del testimonio del menor –al contrario, concertaron con la Fiscalía que ello así sucediera-, sin que tampoco apelaran la sentencia absolutoria de primer grado, pues sólo coadyuvaron el recurso de la Fiscalía. 
De otra parte, justificar la práctica del medio de convicción en que éste sería fundamental para proteger los derechos de la víctima, resulta asumir un “rol de litigante”,
 pues sólo éste podría tener la capacidad de calcular los frutos que depararía la práctica de la prueba, pues ésta no es algo ontológico con existencia previa a su realización, sino el resultado de un ejercicio dialéctico y, por tanto, en cierta medida impredecible en sus consecuencias, a tal punto que lo que en un principio se calcula como favorable para una parte, puede devenir perjudicial para ella. Por ello, con buen sentido, definió el artículo 15 de la Ley 906 de 2004:
“Artículo 15. Contradicción. Las partes tendrán derecho a conocer y controvertir las pruebas, así como a intervenir en su formación, tanto las que sean producidas o incorporadas en el juicio oral y en el incidente de reparación integral, como las que se practiquen en forma anticipada.” –Negrillas fuera del original-

Respaldado todo ello con el principio de inmediación, según el cual:

“Artículo 16. Inmediación. En el juicio únicamente se estimará como prueba la que haya sido producida o incorporada en forma pública, oral, concentrada, y sujeta a confrontación y contradicción ante el juez de conocimiento.”
En ese medida, pretender que se practique una prueba para favorecer a las víctimas, cuando éstas coadyuvaron a su descarte, contrario a beneficiarlas podría resultar contraproducente, pues el cálculo de posibilidades le corresponde a las partes en el momento específico del debate probatorio, siendo que en este caso el Fiscal, en coadyuvancia con las víctimas, determinó descartar su práctica y esa posición no puede ser sustituida por una valoración ex post del juez, desde la posición cómoda de quien conoce los resultados que deparó la estrategia. 
Ahora bien, podría decirse que en esa lógica, la prueba igualmente podría ser favorable para los intereses del procesado, cuestión que legitimaría su práctica, pero tal valoración no puede provenir del Juez sino del procesado y éste tiene a su favor las presunciones de inocencia y el in dubio pro reo –artículo 7º ibídem-, de tal manera que su posición en el debate ya se encuentra reforzada; en ese sentido, las intervenciones del juez en el contradictorio no podrían sino ir en contra de tales presupuestos normativos, pues si la decisión a proferir o que se profirió, como en este caso, es favorable al procesado, insistir en la práctica de determinadas pruebas para respaldar su inocencia deviene en un contrasentido. 
Por último, también resulta en contra de la realidad procesal que el Tribunal advierta que “…se observa una posible intervención del Juzgador en la decisión de retirar una prueba por parte del representante de la fiscalía, situación que causa verdadera extrañeza a esta Corporación”, cuando, del registro de audio de la audiencia del juicio oral lo que se aprecia es un intento del juez para que la Fiscalía reflexione sobre su posición respecto al descarte de la prueba, indicándole:
“JUEZ: Entonces el siguiente testigo doctor… Doctor, de todas maneras, hay que, pues Usted mirará haber qué interés, eh, representa para el proceso la declaración del menor, doctor, si Usted observa que puede, que puede prescindir de él…”
Además, en ningún momento el juez impidió la práctica de la prueba, sino que le precisó a la Fiscalía que para su realización, por tratarse de un testigo menor de edad y víctima de un delito, debía respetarse lo dispuesto por el artículo 150 de la Ley 1098 de 2006, Código de la Infancia y la Adolescencia
, asunto que no puede ser sorpresivo para el ente acusador por tratarse de una regla procesal especial, a lo que se suma el hecho que se llegó a discutir la posibilidad de aplazar la audiencia, lo cual fue descartado por la Fiscalía, bajo la siguiente consideración: 

“FISCAL: Señor Juez, eh, la Fiscalía luego de analizar el material probatorio y dialogar con los, las víctimas indirectas, el esposo de la víctima fallecida que es la mamá del niño [X
] y sus tíos que están aquí presentes, eh, hemos llegado a la conclusión de que no es conveniente, eh, presentar este testimonio, dado pues que si bien es cierto estamos frente a un delito culposo, también lo es que el niño X en ese delito, o en esa conducta perdió a su padre, en esos hechos, y ello le acarreó una perturbación psíquica permanente, así lo declaró o lo certificó el médico forense FABIO QUINTERO UJUETA, el 28 de octubre de 2010, debido a la pérdida del padre en esos hechos, tiene depresión, ansiedad, desatención, debido a la, a haber sobrevivido a esa tragedia y haber presenciado la muerte de su padre, ante ello pues la Fiscalía retira ese testigo, considero que hemos culminado los testimonios con los cuales pretendíamos demostrar nuestra teoría del caso, probarla y solicito al señor Juez se prosiga con los testigos de la defensa.” 
Igualmente, acierta el accionante cuando acusa a la Fiscalía de quebrantar los principios de lealtad y buena fe establecidos en el artículo 12 ibídem, según el cual: “Todos los que intervienen en la actuación, sin excepción alguna, están en el deber de obrar con absoluta lealtad y buena fe”, pues si aquella parte, en coadyuvancia con las víctimas, para proteger los derechos del menor, lo descartó como parte de su cuerpo de testigos, no puede posteriormente variar sorpresivamente de posición y sostener que tal tutela frente a los intereses del infante –evitar la doble victimización- ya no resulta trascendental y que, por lo tanto, puede ser sometido a la práctica de la prueba; tal proceder, en efecto, es claramente desleal. 
Por las anteriores consideraciones, puede concluirse que la fundamentación argumentativa de la decisión en verdad encubre una vía de hecho y que ello lesiona de forma grave las garantías del debido proceso, igualdad y de defensa de la contraparte.

3.4 El restablecimiento de las garantías vulneradas

En el presente caso, encuentra la Sala que la decisión cuestionada vulnera el derecho a la igualdad del accionante, en la medida que adolece de los vicios de argumentación antes reseñados, de tal manera que si se permite su ejecución, esto es, que se practique la prueba por ella ordenada, esto desequilibraría el debate procesal porque le habría otorgado a la contraparte la posibilidad de corregir la estrategia defensiva, en contra del principio de igualdad establecido en el artículo 4º ibídem y de su fuente constitucional, el artículo 13 de la Carta Fundamental; esa vulneración, igualmente, altera su garantía del debido proceso pues implica una sorpresa en las expectativas que el procesado tenía en la certeza del trámite procesal tipificado normativamente y, con ello, al mismo tiempo, afecta las posibilidades defensivas que habría podido ejercer de haber sido otra la estrategia de defensa aplicada por la contraparte. 
En ese orden de ideas, la Sala procederá a declarar la nulidad del auto de 5 de marzo de 2012, proferido por la Sala Penal del Tribunal Superior de Cúcuta. 

En mérito de lo expuesto, LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA, SALA DE CASACIÓN PENAL – EN SALA DE DECISIÓN DE ACCIONES DE TUTELA, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley,  
RESUELVE

CONCEDER amparo a los derechos fundamentales al debido proceso, igualdad y defensa del accionante y, en consecuencia, declarar la nulidad del auto proferido el 5 de marzo de 2012 por la Sala Penal del Tribunal Superior de Cúcuta.
NOTIFICAR esta providencia de conformidad con el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991.

REMITIR el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión, una vez en firme.
NOTIFÍQUESE y CÚMPLASE

JOSÉ LEONIDAS BUSTOS MARTÍNEZ
JOSÉ LUIS BARCELÓ CAMACHO 



JAVIER ZAPATA ORTIZ

NUBIA YOLANDA NOVA GARCÍA
Secretaria

� Fallo C-590 de 08 de junio de 2005 y T-332 de 2006.


� Ibídem.	


� Ibídem.


� MONTERO AROCA, Juan, El sistema de tutela jurisdiccional de derechos fundamentales, En:  Proceso (civil y penal) y garantía, el proceso como garantía de libertad y responsabilidad, Valencia, Tirant lo Blanch, 2006, p. 475.


� Se omite el nombre del menor, para evitar que una publicación de esta decisión por consecuencia ocasione una vulneración del artículo 47, núm. 8º de la Ley 1098 de 2006, Código de la Infancia y la Adolescencia.


� Como lo explicaba, haciendo la diferencia entre proceso liberal y totalitario, Piero Calamandrei, en Proceso y Democracia, traducción de Héctor Fix Zamudio, Buenos Aires, Ediciones Jurídicas Europa-América, 1960, p. 153.


� En sentido, de lo indebido que resulta que el juez ejerza el “rol de parte”, ver sentencia de tutela: 69087, de 19 de junio de 2012, Sala Penal de la Corte Suprema de Justicia.


� “ARTÍCULO 150. PRÁCTICA DE TESTIMONIOS. Los niños, las niñas y los adolescentes podrán ser citados como testigos en los procesos penales que se adelanten contra los adultos. Sus declaraciones solo las podrá tomar el Defensor de Familia con cuestionario enviado previamente por el fiscal o el juez. El defensor sólo formulará las preguntas que no sean contrarias a su interés superior.


 


Excepcionalmente, el juez podrá intervenir en el interrogatorio del niño, la niña o el adolescente para conseguir que este responda a la pregunta que se le ha formulado o que lo haga de manera clara y precisa. Dicho interrogatorio se llevará a cabo fuera del recinto de la audiencia y en presencia del Defensor de Familia, siempre respetando sus derechos prevalentes.


 


El mismo procedimiento se adoptará para las declaraciones y entrevistas que deban ser rendidas ante la Policía Judicial y la Fiscalía durante las etapas de indagación o investigación.


 


A discreción del juez, los testimonios podrán practicarse a través de comunicación de audio video, caso en el cual no será necesaria la presencia física del niño, la niña o el adolescente.”





� Se omite el nombre del menor, para evitar que una publicación de esta decisión por consecuencia ocasione una vulneración del artículo 47, núm. 8º de la Ley 1098 de 2006, Código de la Infancia y la Adolescencia.
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